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(…)
En tal virtud, corresponde a la ARL Positiva Compañía de Seguros asumir el pago de las incapacidades reclamadas por el accionante y las que se lleguen a causar, según el condicionamiento dispuesto por el A quo en el inciso segundo del numeral tercero de la providencia impugnada.
(…)
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.037
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada del representante legal de la ARL Positiva Compañía Seguros S.A., en contra del fallo de tutela emitido el 13 de diciembre de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial del señor Wilmar Darío Bedoya Botero en contra de esa ARL y otras entidades por considerar vulnerados los derechos al mínimo vital, vida digna, debido proceso, salud y seguridad social.
2. ANTECEDENTES
2.1. De los hechos expuestos en la demanda de tutela se desprende que el señor Wilmar Darío Bedoya Botero es empleado del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, perteneciente al cuerpo de custodia y vigilancia, el cual se encuentra incapacitado desde hace más de cuatro años, de manera continua e ininterrumpida a raíz de una patología de origen laboral, por lo que el INPEC  le ha venido cancelando las incapacidades y posteriormente le hace el recobro a la ARL POSITIVA.
Mediante dictamen No.1215958 del 8 de noviembre de 2017, la ARL Positiva calificó a señor Bedoya Botero su pérdida de capacidad laboral en un porcentaje del 50.25, el cual fue debidamente notificado.
Al señor Bedoya Botero  le fue prorrogada su incapacidad entre el 3 de noviembre de 2017 y el 2 de diciembre de 2017, es decir,  por 30 días, la cual no fue reconocida ni pagada por el INPEC con fundamento en el accionante había sido calificado con un porcentaje del 50.25% de origen laboral, por lo cual era la ARL Positiva la que debía reconocer la pensión por invalidez y en consecuencia, lo retiró de nómina.
Por lo anterior, el actor solicitó ante a la ARL Positiva el reconocimiento, liquidación y pago de la incapacidad del mes de noviembre de 2017, a lo cual la entidad le informó que era el INPEC el que debía reconocer dicha contingencia y posteriormente realizar el recobro a la ARL Positiva.
Consideró que la ausencia de los ingresos laborales han perjudicado al núcleo familiar del señor Bedoya Botero, el cual está compuesto por su esposa y su hijo de 7 años de edad,  toda vez que no ha podido cancelar el arrendamiento de la vivienda que habitan, ni lo correspondiente a los alimentos, el colegio de su hijo y el de la cuota mensual de un préstamo bancario, situación última que podría generar violación a su derecho fundamental del habeas data. 
Por ser el actor una persona inválida y que se encuentra en una condición de debilidad manifiesta, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales al mínimo vital, vida digna, debido proceso, salud y seguridad social y en tal virtud, se ordene al INPEC y/o a la ARL Positiva que dentro del término de 48 horas se le reconozcan, liquiden y paguen las incapacidades prescritas correspondientes al mes de noviembre del año 2017 y las que se llegaren a generar.

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas a la demanda de tutela, visibles a folios 10 al 17.
2.3.  El juzgado de conocimiento avocó el conociemiento de la presente actuación, ordenó correr traslado de la misma al INPEC Regional Viejo Caldas y a la ARL Positiva y vinculó al Director General del INPEC y al establecimiento penitenciario y carcelario de mediana seguridad “La 40” de Pereira (Fl. 18).

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. 
DIRECCIÓN ERE EPMSC LA 40 DE PEREIRA
Indicó que la única función que cumple ese centro carcelario es recepcionar las incapacidades médicas que el accionante ha presentado durante el tiempo de su enfermedad, la cuales se remiten a la Dirección Regional Viejo Caldas, esta las compila y las envía para nóminas de la Dirección General del INPEC, la que realiza los pagos de seguridad social a través de las respectivas cuentas bancarias.  En tal sentido, anexó un cuadro donde se registran las incapacidades que fueron enviadas a la Dirección Regional Viejo Caldas (Fls. 25-32)
3.2. POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A

Afirmó que a partir de la contingencia de fecha 05/09/2013, el accionante fue calificado por la Junta Regional mediante dictamen No.4182015 del 22/06/2015 el cual le otorgó una PCL del 22.15% y el 08/11/2017 fue calificado por esa ARL con el dictamen No.1215958 del 08/11/2017 en el que se le otorgó una PCL del 50.25% por lo que  se le han otorgado las prestaciones médico asistenciales requeridas, sin que reporte incapacidades pendientes de autorizar por su médico tratante que hayan sido radicadas en esa compañía referente a los diagnósticos de origen laboral. 

Consideró que el accionante no tiene derecho al pago de las incapacidades, atendiendo lo preceptuado por la Ley 776 de 2002, en la medida que ya se adelantó el trámite de  rehabilitación y calificación de pérdida de capacidad laboral la cual se encuentra en firme, por lo que cesa su obligación.  En tal sentido, corresponde a la AFP o a EPS a la cual se encuentra afiliado el señor Bedoya Botero el pago de las incapacidades demandadas.

Por lo anterior, solicitó: i)  declarar improcedente la presente acción, al tenor de los postulados constitucionales y del material probatorio allegado, ii) se proceda a la desvinculación de esa ARL y iii)  se requiera a la EPS y la AFP a la cual se encuentre afiliado el accionante que otorgue las prestaciones económicas reclamadas  (Fls. 33-37)

Aportó copia de los siguientes documentos: i) notificación de recalificación con derecho a pensión de invalidez (Fl. 38), ii) dictamen de PCL del 08/11/2017 (Fls. 39-44) y iii) escritura pública No.1494 del 4 de septiembre de 2015 (Fls. 39-46).
3.3. DIRECCIÓN REGIONAL INPEC VIEJO CALDAS
Informó que según el comunicado No. 005 del 03 de octubre de 2017 emitido por la Dirección de Gestión Corporativa del INPEC  mediante la cual “imparte instrucciones a los Directores, Subdirectores, Jefes de Oficina Asesora, Asesore, Jefes de Oficina Coordinadores, Directores Regionales, Directores ERON y Funcionarios” se indicó que el reconocimiento y pago de auxilio monetario por incapacidades mayores a 180 días por accidente de trabajo o enfermedad profesional será efectuado por la Administradora de Riesgos Profesionales directamente al funcionario y en tal sentido, dicho comunicado señala que “la incapacidad original de origen profesional debe ser utilizada por el funcionario incapacitado para radicar la solicitud de reconocimiento y pago ante la ARL Positiva”.

Indicó que todas las incapacidades mayores a 180 días se deben continuar reportando al Grupo de Nómina, elaborando la resolución de reconocimiento y remitiendo al Grupo de Seguridad Social de las incapacidades dentro de las fechas establecidas.
Afirmó que mediante el oficio No. 2017EE016341 del 09 de noviembre de 2017 dirigido a la Gerencia de Indemnizaciones Positiva Compañía de Seguros, la entidad solicitó la radicación y pago a los funcionarios del INPEC las prestaciones económicas de incapacidades por accidente de trabajo y enfermedad laboral superiores a 180 días y sobre otras instrucciones con ocasión a lo reglado en la Ley 776 de 2002. 
Por lo anterior, solicitó la desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva y en tal sentido, se declarara la improcedencia de la presente acción (Fls. 47 y 48).

Solicitó tener como pruebas las anexadas en los folios 49 al 50.

3.4. DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC no se pronunció frente a la demanda de tutela.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de diciembre de 2017, el Juzgado 2º Penal del Circuito Para Adolescentes de esta ciudad tuteló los derechos fundamentales al mínimo vital y vida digna del señor Wilmar Darío Bedoya Botero.  En esos términos, profirió las siguientes órdenes:

“SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN REGIONAL VIEJO CALDAS DEL INPEC, que dentro de las 24 horas siguientes a la notificación de esta providencia proceda a remitir a la DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC la última incapacidad presentada (sic), para que a través de la Subdirección de Talento Humano- INPEC y cumplimiento al Decreto 4151 de 2011 y la Resolución 2122 artículo 78,  en un término que no puede superar las cuarenta y ocho (48) horas a partir del recibo de la documentación, proceda a remitir el paquete completo de incapacidad que se le adeuda al accionante Wilmar Darío Bedoya Botero, con la correspondiente certificación de procedencia de pago directo al trabajador ante la ARL POSITIVA.

TERCERO: ORDENAR a la ARL POSITIVA, que dentro de un término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del momento del recibo del paquete completo de la incapacidad que se le adeuda al señor WILMAR DARÍO BEDOYA BOTERO deberá proceder al reconocimiento y pago efectivo de esta.  Esta orden comprende la incapacidad otorgada entre el 3 de noviembre y el 2 de diciembre de 2017 taxativamente.

Respecto a las incapacidades que se le lleguen a otorgar posterioridad al 2 de diciembre de 2017, se supeditará su pago a que la calificación de pérdida de capacidad laboral no haya cobrado firmeza y a que el señor WILMAR DARÍO BODOYA BOTERO presente directamente la solicitud de reconocimiento y pago, sin que la mencionada administradora pueda objetar falta de autorización del empleador INPEC para cumplir con sus funciones, lo anterior con base en lo analizado en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO: ORDENAR a la DIRECCIÓN REGIONAL VIEJO CALDAS, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de providencia, proceda a comunicar a todos y cada uno de los trabajadores  que se encuentren incapacitados por accidentes o enfermedades de origen profesional y que hayan superado los 180 días, la decisión tomada por la Dirección de Gestión Corporativa a trasladar el cobro de forma directa por el empleado ante la ARL respectiva.

QUINTO: REQUERIR al accionante WILMAR DARÍO BEDOYA BOTERO para que una vez tenga las prescripciones originales de incapacidades que se le otorguen con posterioridad al 2 de diciembre de 2017, acuda en forma directa ante la ARL POSITIVA para que proceda a solicitar el reconocimiento y pago de éstas aportando la documentación pertinente.

SEXTO: NEGAR el amparo pedido frente a la ERE EMPSC de Pereira, por no tener obligaciones pendientes con el accionante y que se refieran al reconocimiento y pago de incapacidades (…)”
La ARL Positiva fue notificada medio del oficio No.03423 del 14 de diciembre de 2017, el cual fue recibido en esa entidad el 15 del mismo mes y año (Fl. 60 frente y velto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 19 de diciembre de 2017, la apoderada de la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A, manifestó su desacuerdo con lo decidido y para ello reiteró que el señor Wilmar Darío Bedoya Botero presentó una contingencia de fecha 05/09/2013, la cual fue calificada por la Junta Regional, mediante dictamen número 4182015 de fecha 22/06/2015, el cual le otorgó una pérdida de capacidad laboral de 22.15%, dictamen que se encuentra en firme. 
Aclaró que si bien es cierto el accionante tiempo después solicitó su  recalificación a la PCL, a lo cual tiene derecho, ello no puede confundirse con la firmeza del dictamen emitido por la Junta Regional.   En  tal virtud, insiste que esa entidad pierde competencia para el pago de incapacidad, toda vez que la norma pertinente señala que la incapacidad temporal se paga  hasta el momento en que se establezca definitivamente el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, como se evidencia en este caso.
Solicitó que se revoque el fallo  en procura del derecho al debido proceso, ordenando a la EPS y a la AFP a la cual se encuentre afiliado el accionante, otorgar las prestaciones económicas que son objeto de la presente demanda de amparo (Fls. 64-66).
Allegó copia del dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 22 de junio de 2015 y de las constancias de notificación del mismo (Fls. 76-80)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Para Adolescentes de esta capital,  mediante el cual concedió la acción de tutela al señor Wilmar Darío Bedoya Botero, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La jurisprudencia constitucional ha señalado que en principio la acción de tutela no fue creada para dirimir controversias concernientes al reconocimiento y pago de acreencias laborales, excepto cuando las mismas constituyen el salario de una persona que se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T-140 de 2016, de la siguiente manera:

“La acción de tutela es el mecanismo idóneo para la protección de derechos fundamentales como el mínimo vital y la salud cuando el peticionario se ve desprovisto del pago de las incapacidades médicas. Esto, aun cuando el conocimiento de las reclamaciones concernientes a las prestaciones económicas del Sistema de Seguridad Social Integral corresponda, en principio, a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de la seguridad social.”
De acuerdo con lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social le corresponde a la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social, conocer de “Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan”[17]. 
Por lo anterior, las reclamaciones relativas al reconocimiento y pago de incapacidades que puedan presentarse entre un afiliado y las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral o su empleador, en principio, no podrían ser ventiladas por vía de tutela.  No obstante, tratándose de incapacidades laborales la Corte ha entendido que estos pagos se constituyen en el medio de subsistencia de la persona que como consecuencia de una afectación en su estado de salud ha visto reducida la capacidad de procurarse por sus propios medios los recursos para su subsistencia y la de su familia[18]. Sobre este particular, esta Corporación manifestó:
 

“El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales. Entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”[19].  (Subrayas propias)
6.5. Ahora bien, la Ley 100 de 1993 implementó un sistema integral de seguridad social, diseñado con la aspiración de alcanzar la real aplicación de los atributos de obligatoriedad e irrenunciabilidad que la Constitución le arrogó a la seguridad social, en su doble dimensión de servicio público y derecho fundamental.  Al respecto, la normativa de riesgos profesionales dispone que cuando ocurre un accidente laboral o enfermedad profesional, el afiliado tendrá derecho a recibir (i) el servicio asistencial de salud correspondiente, con cargo al sistema, e igualmente (ii) las prestaciones económicas, que se determinarán de acuerdo a las secuelas de la enfermedad o el accidente, cómo incapacidades temporales, subsidios por incapacidad temporal, incapacidad permanente parcial o pensión de invalidez según la gravedad de la pérdida de capacidad laboral.

6.6. En lo que tiene que ver con el Sistema de Riesgos Profesionales, el Decreto  1295 de 1994 determina la organización y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales, fue definido en su artículo de la siguiente manera:

“Artículo 1º. Definición.  El Sistema General de Riesgos Profesionales es el conjunto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan.

El Sistema General de Riesgos Profesionales establecido en este Decreto forma parte del Sistema de Seguridad Social Integral, establecido por la Ley 100 de 1993.

Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la prevención de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y el mejoramiento de las condiciones de trabajo, con las modificaciones previstas en este Decreto, hacen parte integrante del sistema general de riesgos profesionales”. (Subraya fuera de texto)
6.5.1. La anterior norma incorporó criterios al establecer en su artículo 34, que todo afiliado al SGRP tendrá derecho a que se le brinden los servicios asistenciales y se le reconozcan las prestaciones económicas a que haya lugar, en el evento de sufrir un accidente de trabajo o enfermedad profesional, siempre que éstas generen incapacidad, invalidez o muerte. En consecuencia, incluyó dentro de las funciones de las entidades administradoras de riesgos laborales la de garantizar la prestación del servicio de salud y reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones económicas y asistenciales a las que tienen derecho.

6.6. A su turno, la  Ley 776 de 2002 “Por la cual se dictan normas sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales”, señaló lo siguiente:
“ARTÍCULO  1o. DERECHO A LAS PRESTACIONES. Todo afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales que, en los términos de la presente ley o del Decreto-ley 1295 de 1994, sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, o como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera, tendrá derecho a que este Sistema General le preste los servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas a los que se refieren el Decreto-ley 1295 de 1994 y la presente ley.  
(…)

Y en su parágrafo 2, advirtió que: “La entidad responsable de reconocer las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente o enfermedad profesional será la administradora de riesgos a la que se encuentre afiliado el trabajador al momento del accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al requerir la prestación.”  
6.7. Ahora Bien la Corte Constitucional en la Sentencia T-721 de 2012, M.P Luis Ernesto Vargas Silva, describió el sistema de riesgos profesionales cómo:

“Un sistema de aseguramiento en que el empleador contrata un seguro con una ARP, realiza las cotizaciones de manera oportuna y se encarga de la prevención de los riesgos, de conformidad con lo que le exigen, sobre el particular, el Decreto 1295 de 1994 y la Ley 776 de 2002. La ARP, por su parte, se obliga a reconocer las prestaciones asistenciales y económicas que el trabajador requiera cuando se produzca el riesgo asegurado, es decir, el accidente de trabajo o la enfermedad profesional.” (Subrayado fuera de texto).”

6.8.  En el caso sub examine, esta Sala observa que el señor Bedoya Botero con la demanda de amparo adjuntó los siguientes documentos:  i) incapacidad médica expedida por 30 días del  3 de  noviembre al 2 de diciembre de 2017 por “trastorno depresivo recurrente y trastorno de la adaptación (fl. 10), ii)  notificación de la recalificación de la PCL del 50.25% emitida por la ARL Positiva Compañía de Seguros del 15//11/2017 (fl.11), iii) desprendibles de nómina en el que se verificó que en noviembre de 2017 no se canceló valor alguno (fl. 15), iv)  paz y salvo de Liceo Infantil Rayitas hasta el mes de septiembre de 2017 (fl.16) y v) el requerimiento hecho por parte de la arrendadora de su vivienda, la señora Norma Liliana Jaramillo Marín, a fin de cancelar el canon de noviembre de 2017 (Fl. 17). 
6.9.  De conformidad con lo anterior,  no queda duda que el accionante por su pérdida de capacidad laboral superior al 50% con ocasión de una enfermedad profesional, es catalogado como una persona de especial protección constitucional y en tal sentido, el pago de las incapacidades hace las veces de salario mientras se encuentra en recuperación y alejado de la actividad laboral, de tal suerte que la cancelación de dichas prestaciones le permite sustentarse económicamente y a su núcleo familiar.

6.10. Aunado a la normativa y a la jurisprudencia que se ha relacionado a lo largo de este proveído, la Corte Constitucional en la Sentencia T-200 de 2017, determinó que corresponde asumir a la ARL reconocer y pagar las incapacidades cuando el peticionario ha sido incapacitado laboralmente a raíz de una enfermedad profesional, así:

“De acuerdo con el artículo 1 del Decreto 2943 de 2013,[15] las Administradoras de Riesgos Laborales serán las encargadas de asumir el pago de las incapacidades laborales con ocasión de un accidente de trabajo o enfermedades laborales, desde el día siguiente a la ocurrencia del hecho o diagnóstico
Este pago se surtirá, por parte de las ARL, “(…) hasta que: (i) la persona quede integralmente rehabilitada y, por tanto, reincorporada al trabajo; (ii) se le califique su estado de incapacidad parcial permanente y en este caso se indemnice; o (iii) en el peor de los casos se califique la pérdida de capacidad laboral en un porcentaje superior al 50%, adquiriendo el derecho a la pensión de invalidez.”(Subrayas fuera del texto original)
6.10.  Así las cosas, para esta Sala la incapacidad que el psiquiatra laboral de Synapsis le expidió al accionante por 30 días, es decir, la de fecha 7 de noviembre de 2017 (Fl. 10), es concomitante con la recalificación de la pérdida de capacidad laboral que la ARL Positiva Compañía de Seguros le realizó al señor Bedoya Botero el 08/11/2017 por los diagnósticos de “trastorno depresivo recurrente, trastornos de adaptación y otros problemas de tensión física”, de origen profesional y que arrojó un porcentaje de 50.25% (Fls. 42-44). De tal manera, que no son de recibo los argumentos de la parte impugnante si se tiene en cuenta que la nueva valoración de PCL no había cobrado firmeza al momento instaurarse la presente acción de tutela por cuanto se encontraba dentro del término de notificación, según se desprende el oficio visible a folio 38, en el que se le indicó al señor Bedoya Botero que “con este resultado adquiere el derecho a la reclamación de pensión invalidez.” 
6.11. Por lo tanto, con base en los lineamientos legales y los  precedentes jurisprudenciales que señalan la forma como se constituye una prestación propia del Sistema de Seguridad Social para amparar las contingencias y las prestaciones surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, lo que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección no solo de este derecho, sino el del mínimo vital de una persona que se encuentra en debilidad manifiesta como el señor Bedoya Botero, quien depende económicamente de su actividad.  En tal virtud, corresponde a la ARL Positiva Compañía de Seguros asumir el pago de las incapacidades reclamadas por el accionante y las que se lleguen a causar, según el condicionamiento dispuesto por el A quo en el inciso segundo del numeral tercero de la providencia impugnada. 
Consecuente con lo argumentado, esta Colegiatura confirmará la sentencia estudiada.

DECISIÓN

En mérito de los razonamientos jurídicos hechos, la Sala No.3 de Asuntos de Asuntos Penales para Adolescentes de Pereira, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 13 de diciembre de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Para Adolescentes de Pereira, Risaralda dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado del señor Wilmar Darío Bedoya Botero en contra de la ARL Positiva Compañía Seguros S.A. y otros.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA  RÍOS
Magistrada
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA
Secretario
Página 10 de 10

